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L as elecciones judiciales no son un mecanismo idó-
neo para integrar el Poder Judicial. He expuesto con 
anterioridad las razones de esta postura, que pue-

den resumirse en tres preocupaciones centrales: la pér-
dida de independencia judicial, la inevitable politización 
del proceso electoral y la captura de las altas cortes por 
parte del poder político, particularmente por el Ejecuti-
vo.2 Desde esta perspectiva, sería preferible regresar a 
un sistema de designación de las altas cortes a cargo de 
los poderes públicos —con contrapesos efectivos— y un 
sistema robusto de carrera judicial para los juzgados de 
distrito y tribunales colegiados.

No se trata simplemente de una opinión. La no idonei-
dad del sistema electivo como mecanismo de renova-
ción masiva de las magistraturas ha sido señalada por 
numerosas voces de la academia, organizaciones civiles 
y organismos internacionales, que han advertido sobre 
sus implicaciones para el sistema de justicia.3 Estos han 
indicado que la designación de jueces mediante proce-
sos altamente politizados o sometidos a la competencia 
electoral puede comprometer la imparcialidad del Poder 
Judicial y erosionar la confianza pública en la adminis-
tración de justicia (Comisión de Venecia, 2010).4 De 
hecho, en el Informe preliminar sobre los comicios judi-
ciales de 2025, expertos de la Misión de Observación 
Electoral de la Organización de los Estados America-
nos (OEA) recomendó que “este modelo de selección 

de jueces no se replique para otros países de la región” 
(MOE, 2025, p. 37).5

Sin embargo, dado que el modelo de elección judicial 
forma parte del marco constitucional vigente, la discu-
sión necesita orientarse a realizar ajustes institucionales 
que contribuyan, en la medida de lo posible, a conte-
ner algunos de sus efectos más perniciosos. Me refiero 
en particular, a la posibilidad de diferir la fecha de los 
próximos comicios judiciales para que no coincidan con 
las elecciones del Poder Legislativo y Ejecutivo, tanto a 
nivel federal como local. Tras el fracaso de la iniciativa 
de reforma constitucional que aquí se estudia, la presi-
denta Claudia Sheinbaum ha admitido la posibilidad de 
posponer, por lo menos un año, las próximas elecciones 
judiciales (Rodríguez, 2026). Y no podría estar más de 
acuerdo por las siguientes razones:  

Como sabemos, a partir de 2025, el Instituto Nacional 
Electoral (INE) tiene la responsabilidad de garantizar la 
celebración periódica y pacífica de las elecciones para 
renovar a los integrantes de los poderes Legislativo, Eje-
cutivo y Judicial, así como velar por la autenticidad y 
efectividad del sufragio. Esta nueva obligación se puso 
a prueba en la elección extraordinaria 2024-2025, en la 
cual, por primera vez en la historia constitucional mexi-
cana, se integraron mediante el voto popular la mitad 
del Poder Judicial federal y 19 poderes judiciales locales.
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Uno de los desafíos más evidentes que emergieron de 
ese proceso es la concurrencia de las elecciones judicia-
les con otros de naturaleza partidista. Esto ocurrirá de 
nuevo, previsiblemente, en el ciclo electoral 2026-2027, 
cuando confluirán las elecciones federales legislativas, las 
elecciones judiciales federales y locales, así como múlti-
ples procesos electorales subnacionales. 

Recordemos que para el 6 de junio 2027 deberán ele-
girse más de 850 personas juzgadoras federales —entre 
juzgados y tribunales de circuito—, además de comple-
tarse la renovación de los poderes judiciales locales aún 
pendientes. Ese mismo día también tendrá lugar una 
elección política gigantesca: se renovarán las 500 diputa-
ciones federales, 17 gubernaturas, numerosas alcaldías 
y otros cargos locales. Incluso, no puede descartarse la 
eventual concurrencia con el proceso de revocación de 
mandato presidencial.6 

Frente a este escenario, resulta razonable evitar la coin-
cidencia entre elecciones judiciales y los procesos de 
renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo.7 Las 
elecciones judiciales poseen una naturaleza sustancial-
mente distinta a los comicios para los cargos de repre-
sentación política. A diferencia de estos últimos, en las 
elecciones judiciales la participación de los partidos polí-
ticos está estrictamente prohibida; no pueden registrar 
candidaturas, no pueden realizar campañas y tampoco 
pueden participar en la vigilancia de la votación mediante 
representantes de casilla. 

Tales divergencias tienen consecuencias operativas sig-
nificativas. Obligan al INE a montar un dispositivo elec-
toral completamente distinto, que implica, entre otras 
cosas, elaborar de más boletas diferentes, abrir otros 
espacios idóneos donde instalar las casillas —pues las 
elecciones judiciales responden a una geografía electo-
ral propia— y la implementación de otro procedimiento 
particular de escrutinio, cómputo y custodia de la docu-
mentación electoral. 

En reconocimiento de esas dificultades, a principios de 
2026, el propio Consejo General del INE planteó que la 
segunda renovación del Poder Judicial federal no se reali-
zara en junio de 2027, sino en el último trimestre de ese 
mismo año, entre octubre y diciembre.8

La relevancia de la fecha de la jornada electoral no es 
un asunto meramente administrativo. La concurrencia 
entre elecciones judiciales y comicios partidistas plan-
tea también problemas políticos de fondo. Si ambos 
procesos se desarrollan simultáneamente, resulta alta-
mente probable que la intensa competencia partidista 
que caracteriza a las elecciones legislativas o ejecutivas 
termine permeando el proceso judicial. En un escena-
rio en que los partidos se disputan gubernaturas o la 
integración de la Cámara de Diputados, los incentivos 
para intervenir —de manera abierta o encubierta— en la 
promoción de candidaturas judiciales afines serán consi-
derablemente mayores. 

A estos riesgos políticos se suman las posibles compli-
caciones operativas: mayor probabilidad de confusión en 
el manejo de las boletas, desorganización en el trabajo 
de las mesas de votación y mayores dificultades para la 
ciudadanía al momento de emitir su voto. 

El propio INE ha reconocido que la concurrencia exige 
“mayores capacidades de infraestructura, presupuesta-
les y recurso humano, para cada uno de los procesos 
electorales” (INE, 2026, p. 38). Entre otras cosas, sería 
necesario contar un sistema de ubicación de casillas “que 
permita atender la doble concurrencia de elecciones, del 
ámbito federal y local, y de los poderes ejecutivos, legis-
lativos y judiciales”; considerar “criterios para atender 
recorridos y visitas de examinación, en entidades con 
procesos electorales locales concurrentes con elección de 
cargos del Poder Judicial (INE, 2026, p. 39); “contem-
plar la contratación de personal auxiliar adicional para 
las labores de asistencia electoral, cómputo y traslado de 
paquetes” (INE, 2026, p. 39); “ajustar los programas de 
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capacitación para ambos procesos electorales, así como 
los mecanismos de asesoría durante el desarrollo de los 
cómputos, especialmente en funciones críticas de ambos 
procesos” (INE, 2026, p. 39). 

En el plano presupuestal, la autoridad electoral ha adver-
tido también la “necesidad duplicar e incluso de triplicar 
la contratación de personal que realice visitas de verifi-
cación a eventos, monitoreo de redes sociales y reco-
rridos de monitoreo”. Además de realizar un “ejercicio 
importante de gasto para el arrendamiento de equipo de 
cómputo y vehículos para la implementación de visitas y 
recorridos de monitoreo” (INE, 2026, p. 31). 

A la luz de estas consideraciones, resulta complicado sos-
tener que la elección judicial difícilmente pueda preservarse 

como un proceso claramente diferenciado y administrati-
vamente viable si se inserta dentro de la misma dinámica 
que una elección intermedia federal combinada con múlti-
ples procesos locales. 

Una reforma orientada en el sentido previamente des-
crito constituye el mínimo indispensable para prevenir 
el colapso del INE y mitigar los niveles de politización y 
partidización en las elecciones judiciales. En ese sentido, 
considero que si la elección judicial ha de mantenerse 
dentro del sistema constitucional mexicano, diferir la 
fecha de su realización puede contribuir, al menos par-
cialmente, a preservar un mínimo de diferenciación entre 
la competencia política y la integración de la justicia. De 
ello depende limitar o, por el contrario, profundizar su 
inevitable politización. 




